AMPARO dIRECTO EN REVISIÓN 3506/2014
QUEJOSo: luis benjamín patlán rojas

PONENTE: MINISTRO JOSÉ RAMÓN COSSÍO DÍAZ

SECRETARIa: rosalba rodríguez mireles

En atención a lo dispuesto por el artículo 73, segundo párrafo, de la Ley de Amparo, así como la jurisprudencia 53/2014 de rubro: “PROYECTOS DE RESOLUCIÓN DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN Y DE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. SÓLO DEBEN PUBLICARSE AQUELLOS EN LOS QUE SE ANALICE LA CONSTITUCIONALIDAD O LA CONVENCIONALIDAD DE UNA NORMA GENERAL, O BIEN, SE REALICE LA INTERPRETACIÓN DIRECTA DE UN PRECEPTO CONSTITUCIONAL O DE UN TRATADO INTERNACIONAL EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS”.
A continuación se hace público el fragmento del proyecto de sentencia, en el cual se realiza el estudio de constitucionalidad respectivo:

VI. CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS

119.   Problemática a resolver. Esta Primera Sala determina que a partir de los temas de constitucionalidad detectados, las preguntas que se deben contestar para resolver el presente asunto, en suplencia de la queja, son las siguientes:
· ¿Los tres requisitos genéricos que permiten la detención por caso urgente por parte del Ministerio Público, dispuestos en el quinto párrafo del artículo 16 constitucional, deben acreditarse concurrentemente y no de manera aislada? ¿El momento oportuno para determinar que no es posible ocurrir ante alguna autoridad judicial para solicitar una orden de aprehensión, con el fin de justificar la hipótesis de caso urgente, es el posterior a la consumación de la detención? ¿La reparación adecuada con motivo de una detención que no se ajustó a los requisitos constitucionales relativos al caso urgente es la nulidad de todo lo actuado con posterioridad?

· ¿Desde el momento de la detención, el indiciado cuenta con el derecho a ser asistido por un profesional del derecho, en términos de la fracción IX del artículo 20 constitucional, antes de la reforma de dieciocho de junio de dos mil ocho? 

· ¿El derecho a la inviolabilidad de las comunicaciones privadas, reconocido en los párrafos undécimo y duodécimo del artículo 16 constitucional, no subsiste respecto a los aparatos de comunicaciones abandonados –como los teléfonos celulares–, respecto de los cuales se desconozca al dueño o, bien, este último no exista?
120.   Para contestar las preguntas: ¿Los tres requisitos genéricos que permiten la detención por caso urgente por parte del Ministerio Público, dispuestos en el quinto párrafo del artículo 16 constitucional, deben acreditarse concurrentemente y no de manera aislada? ¿El momento oportuno para determinar que no es posible ocurrir ante alguna autoridad judicial para solicitar una orden de aprehensión, con el fin de justificar la hipótesis de caso urgente, es el posterior a la consumación de la detención? y ¿la reparación adecuada con motivo de una detención que no se ajustó a los requisitos constitucionales relativos al caso urgente es la nulidad de todo lo actuado con posterioridad?
121.   Esta Primera Sala desarrollará los siguientes temas: i) el contenido del derecho a la libertad personal en el marco de la Convención Americana sobre Derechos Humanos ii) las restricciones al derecho a la libertad personal en el marco de la Constitución Federal y iii) el caso urgente, como medida específica, dentro del régimen constitucional relativo al derecho a la libertad personal y iv) la revisión de la interpretación constitucional realizada por el Tribunal Colegiado que dictó la sentencia recurrida.

122.   i) El contenido del derecho a la libertad personal en el marco de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Con relación a este derecho fundamental, el Pacto de San José de Costa Rica dispone lo siguiente:

ARTÍCULO 7 

Derecho a la libertad personal 

1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personales. 

 

2. Nadie puede ser privado de su libertad física, salvo por las causas y en las condiciones fijadas de antemano por las Constituciones Políticas de los Estados Partes o por las leyes dictadas conforme a ellas. 

3. Nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento arbitrarios. 

4. Toda persona detenida o retenida debe ser informada de las razones de su detención y notificada, sin demora, del cargo o cargos formulados contra ella. 

 

5. Toda persona detenida o retenida debe ser llevada, sin demora, ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad, sin perjuicio de que continúe el proceso. Su libertad podrá estar condicionada a garantías que aseguren su comparecencia en el juicio. 

 

6. Toda persona privada de libertad tiene derecho a recurrir ante un juez o tribunal competente, a fin de que éste decida, sin demora, sobre la legalidad de su arresto o detención y ordene su libertad si el arresto o la detención fueran ilegales.  En los Estados Partes cuyas leyes prevén que toda persona que se viera amenazada de ser privada de su libertad tiene derecho a recurrir a un juez o tribunal competente a fin de que éste decida sobre la legalidad de tal amenaza, dicho recurso no puede ser restringido ni abolido.  Los recursos podrán interponerse por sí o por otra persona. 

 7. Nadie será detenido por deudas.  Este principio no limita los mandatos de autoridad judicial competente dictados por incumplimientos de deberes alimentarios. 
123.   En sentido amplio, la libertad es la capacidad de hacer o de no hacer todo aquello que esté lícitamente permitido, por lo que constituye el derecho de toda persona de organizar, con arreglo a ley, su vida individual y social conforme a sus propias opciones y convicciones. En cuanto a la seguridad, ésta debe entenderse como la ausencia de perturbaciones que restrinjan o limiten la libertad más allá de lo razonable. Por lo anterior, la libertad es un derecho humano básico, que es propio de los atributos de la persona y que se proyecta en toda la Constitución de nuestro país, así como en los instrumentos internacionales de derechos humanos, como el Pacto de San José de Costa Rica. Por ello, el derecho a la libertad es transversal a todos los derechos fundamentales, pues cada uno protege aspectos específicos de ella respecto de todo individuo
.

124.   Lo anterior, se proyecta sobre la amplia y detallada regulación que se ha dispuesto para la libertad personal en el artículo 7 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. De la descripción y análisis del citado artículo, este Tribunal Constitucional aprecia que tiene una regulación general y otra específica, que deben ser diferenciadas. La primera de ellas, se encuentra en el artículo 7.1, que reconoce en términos generales los derechos a la libertad y a la seguridad personales. La segunda, está integrada por una serie de garantías concretas: el artículo 7.2 protege el derecho a no ser privado de la libertad de manera ilegal; el 7.3 dispone el derecho a no ser privado arbitrariamente de la libertad personal; el 7.4, a que la persona detenida conozca las razones de la detención, así como los cargos que se formulen en su contra; el 7.5, reconoce el derecho de toda persona a que su detención sea controlada judicialmente, así como a la razonabilidad del plazo de la prisión preventiva; el 7.6, establece que toda persona tiene derecho a controvertir la legalidad de la detención y, finalmente, el 7.7, que reconoce el derecho de toda persona a no ser detenida por deudas
.

125.   Esta Primera Sala entiende, a partir de lo previamente expuesto, así como de la redacción del artículo 7 de la Convención Americana, que si bien este precepto hace referencia a la libertad personal, este último término no debe entenderse como referido a la libertad de actuación que toda persona tiene en sentido amplio para desarrollar su personalidad y su proyecto de vida, que es transversal a todo derecho. Tampoco debe entenderse como referido a la libertad de circulación, pues la protección a dicho derecho está contemplado de manera específica en el artículo 22 del Pacto de San José
. 

126.   Para esta Primera Sala, el derecho a la libertad personal, reconocido en el artículo 7 de la Convención Americana, está referido, únicamente y de manera acotada, al estado de libertad física en el que se encuentran los seres humanos. La libertad física es una condición o manera de estar de las personas que implica la ausencia de obstáculos y límites para llevar a cabo comportamientos corporales que suponen la presencia física del titular del derecho y que se expresan en el movimiento también físico
. Por lo anterior, para este Tribunal Constitucional, la libertad física, que protege el artículo 7, es sólo una dimensión de la libertad general que es transversal a todos los derechos. 
127.   La libertad física puede ejercerse de múltiples maneras, según las circunstancias, las intenciones y la voluntad de cada quien. Por ello, debe destacarse que lo dispuesto por el artículo 7, es la regulación de las restricciones o límites que el Estado puede imponer a la libertad física, pues regular las acciones lícitas que todo ser humano podría llevar a cabo ejerciendo su derecho a la libertad física sería completamente impráctico, innecesario y en extremo casuístico. Esto permite explicar los motivos por los que el artículo 7.1 de la Convención Americana reconoce el derecho a la libertad física de manera general, mientras los demás numerales disponen las diversas garantías concretas y específicas que deben existir cuando se restringe o limita su ejercicio a una persona, como se expuso previamente
. 

128.   En atención a esto, es posible apreciar que la legislación interna –como ocurre en el caso de nuestro país– afecta, por lo general, de manera negativa el derecho a la libertad física, pues su regulación se expresa en términos de restricciones y no de autorizaciones, siguiendo la lógica de la regulación de la libertad personal en la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Una vez precisado lo anterior, es claro para esta Primera Sala de la Suprema Corte que la libertad física siempre será la regla y su limitación o restricción siempre será la excepción
. 

129.   Por lo que a la seguridad personal respecta, ésta no debe ser entendida como asociada a la garantía de seguridad pública, sino que, en el marco del artículo 7 del Pacto de San José, debe entenderse como la protección contra toda interferencia ilegal o arbitraria del estado de la libertad física en el que se encuentran las personas. Por ello, la seguridad personal es un concepto que sirve de refuerzo de la libertad personal –entendida como libertad física, como se ha precisado– pues la primera implica que la segunda sólo pueda ser restringida o limitada en términos de las garantías específicas que reconoce el propio artículo 7 de la Convención Americana –de los numerales 7.2 a 7.7–
.

130.   Por las razones apuntadas, esta Primera Sala considera que cualquier violación de los numerales 2 al 7 del artículo 7 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos deberá implicar, indefectiblemente, la violación al artículo 7.1 del citado instrumento. Esta Primera Sala entiende que la falta de respeto a las garantías reconocidas a las personas privadas de la libertad tiene como consecuencia la falta de protección de sus derechos a la libertad y seguridad personales
.

131.   Ahora bien, el artículo 7.2 del Pacto de San José dispone que “nadie puede ser privado de su libertad física, salvo por las causas y en las condiciones fijadas de antemano por las Constituciones Políticas de los Estados Partes o por las leyes dictadas conforme a ellas”. Este numeral reconoce la garantía de la reserva de ley, según la cual sólo por medio de una ley el derecho a la libertad personal puede ser afectado
. En el ámbito de la Convención Americana, se entiende por “ley”, una norma jurídica de carácter general, ceñida al bien común, emanada de los órganos legislativos constitucionalmente previstos y democráticamente electos, y elaborada según el procedimiento establecido por las constituciones de los Estados Partes para la formación de las leyes
.

132.   Para esta Primera Sala de la Suprema Corte, la reserva de ley debe ir acompañada, necesariamente, del principio de taxatividad. Este principio obliga a los Estados a establecer de manera concreta y precisa las causas y condiciones de la privación de la libertad física. Asimismo, estás causas y condiciones deben establecerse de manera previa. Por ello, el artículo 7.2 de la Convención remite a la regulación interna. De esta manera, cualquier requisito establecido en la ley nacional que no sea cumplido por las autoridades del Estado al privar a una persona de la libertad, generará que tal privación sea calificada como ilegal, por ser contraria al Pacto de San José
. 

133.   Por último, en términos del artículo 7.6 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos protege el derecho de toda persona privada de la libertad a recurrir la licitud de su detención ante un juez o tribunal competente, con la finalidad de que la controle sin dilación. Con lo anterior, el Pacto de San José está determinando con claridad que el control de la privación de la libertad debe ser siempre por parte de las autoridades judiciales
. En nuestro país, el control es anterior cuando se realiza con motivo de la ejecución de una orden de aprehensión, y posterior cuando la detención se realiza con motivo de la existencia de flagrancia o bien porque se acredita el caso urgente, en este último caso la orden la emite el Ministerio Público. 

134.   Por lo anterior, para determinar si una detención fue ilegal, será necesario estudiar la regulación del Estado con relación al derecho a la libertad personal. En el presente caso, el análisis se centrará en la detención por caso urgente, prevista como facultad del Ministerio Público en el artículo 16 constitucional.

135.   ii) Las restricciones al derecho a la libertad personal en el marco de la Constitución Federal. En nuestro país, las restricciones al derecho a la libertad personal están previstas en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

136.   Con relación a las causas que permiten ejecutar una detención, la norma constitucional prevé lo siguiente:

Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento.

[…]

La autoridad que ejecute una orden judicial de aprehensión, deberá poner al inculpado a disposición del juez, sin dilación alguna y bajo su más estricta responsabilidad. La contravención a lo anterior será sancionada por la ley penal.

Cualquier persona puede detener al indiciado en el momento en que esté cometiendo un delito o inmediatamente después de haberlo cometido, poniéndolo sin demora a disposición de la autoridad más cercana y ésta con la misma prontitud, a la del Ministerio Público. Existirá un registro inmediato de la detención. 

Sólo en casos urgentes, cuando se trate de delito grave así calificado por la ley y ante el riesgo fundado de que el indiciado pueda sustraerse a la acción de la justicia, siempre y cuando no se pueda ocurrir ante la autoridad judicial por razón de hora, lugar o circunstancia, el Ministerio Público podrá, bajo su responsabilidad, ordenar su detención, fundando y expresando los indicios que motiven su proceder. 

En casos de urgencia o flagrancia, el juez que reciba la consignación del detenido deberá inmediatamente ratificar la detención o decretar la libertad con las reservas de ley.

[…]

137.    Al resolver el Amparo Directo **********,
 esta Primera Sala realizó la interpretación directa del artículo 16, párrafos tercero a séptimo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en concordancia al artículo 7.2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, con el objeto de establecer los supuestos constitucionales que justifican la afectación al derecho humano de libertad personal —orden de aprehensión, flagrancia y caso urgente—. Las consideraciones jurídicas trascendentales que se asumieron fueron las siguientes:  
· Supuestos de afectación válida al derecho humano de libertad personal. En términos del régimen de protección constitucional al derecho humano a la libertad personal, la restricción que genera su afectación válida, mediante la detención de la persona ante el señalamiento de que participó en la comisión del delito, por regla general, debe estar precedida por una orden de aprehensión. Sin embargo, también constituyen supuestos que justifican la afectación al derecho humano de libertad personal las detenciones que derivan de los casos de flagrancia y urgencia, pero son excepcionales. Ello, porque para la configuración de la flagrancia se requiere que, de facto, ocurra una situación particular y atípica; mientras que en el caso urgente la actualización de condiciones apartadas de lo ordinario derivadas del riesgo fundado de que el indiciado pueda sustraerse a la acción de la justicia, siempre y cuando no se pueda ocurrir ante la autoridad judicial por razón de la hora, lugar o circunstancia. 
Es este sentido, el escrutinio judicial constituye una condición rectora y preferente en el régimen de detenciones; es decir, una especie de regla primaria, cuya ejecución debe ser privilegiada siempre que sea posible. De ahí que, en principio, toda detención debe estar precedida por una autorización emitida por un juez, tras analizar si la solicitud de la autoridad ministerial para aprehender a un individuo cumple con las formalidades requeridas por la Constitución Federal. Sin embargo, no existe tal posibilidad cuando se actualizan los supuestos excepcionales previstos por el mismo artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
· Concepto constitucional de flagrancia. Por delito flagrante debe entenderse aquel (y sólo aquel) que brilla a todas luces, que es tan evidente e inconfundible que cualquiera es capaz de apreciarlo por los sentidos y llegar a la convicción de que se está en presencia de una conducta prohibida por la ley. De ahí que, ante un delito flagrante, cualquier persona puede detener al sujeto activo del delito, pues tanto particulares como autoridades pueden apreciar la comisión del delito, sin que para ello tenga relevancia si alguno de ellos cuenta con una investidura determinada. La flagrancia siempre es una condición que se configura ex ante a la detención. 

· Parámetros de actuación que debe observar la autoridad en la afectación al derecho humano de libertad personal. La policía no tiene facultades para detener ante la sola sospecha de que alguien pudiera estar cometiendo un delito o de que estuviera por cometerlo o porque presuma que esté involucrado en la comisión de un delito objeto de investigación, si no cuenta con una orden de detención del órgano ministerial y tampoco puede detener para investigar. La referencia a una actitud sospechosa, nerviosa o a cualquier motivo relacionado con la apariencia de una persona, no es causa válida para impulsar la detención bajo el concepto de flagrancia. Este supuesto de detención siempre tiene implícito el elemento de sorpresa (tanto para los particulares que son testigos como para la autoridad aprehensora). De manera que si esta condición no se presenta, como cuando ya se inició la investigación, la detención requiere estar precedida por el dictado de una orden de aprehensión.

Incluso, tratándose de denuncias informales, las cuales no se rinden ante el Ministerio Público en las condiciones de regularidad formal que deben operar ordinariamente, cuando la policía recibe información de que en un lugar público se está cometiendo o se acaba de cometer un delito, debe actuar de acuerdo a los parámetros previstos constitucionalmente. Así, en caso de que los supuestos excepcionales de afectación a la libertad personal no se actualicen, deberá informar a la autoridad ministerial a efecto de que ésta, con los elementos de información que tenga disponibles, solicite a la autoridad judicial que libre una orden de aprehensión contra quien sea señalado como probable responsable. Aunque por la urgencia que caracteriza a las circunstancias descritas, no es necesario que la policía espere a recibir la autorización judicial para desplegarse hasta el lugar de los hechos a fin detener la comisión del delito y aprehender al sujeto activo. El orden constitucional autoriza al Ministerio Público a expedir la orden de detención en caso urgente, siempre que se colmen los supuestos que la configuran.

· Validez de la detención por flagrancia. A partir de los parámetros jurídicos precisados, para que una detención en flagrancia pueda considerarse válida, en correspondencia formal y material con la normativa que rige el actuar de la policía, tiene que ceñirse al concepto constitucional de flagrancia y darse alguno de los siguientes supuestos: a. La autoridad puede aprehender al aparente autor del delito si observa directamente que la acción se está cometiendo en ese preciso instante, esto es, en el iter criminis; o, b. La autoridad puede iniciar la persecución del aparente autor del delito a fin de aprehenderlo si, mediante elementos objetivos, le es posible identificarlo y corroborar que, apenas en el momento inmediato anterior, se encontraba cometiendo el delito denunciado.

· Control judicial de las detenciones. La trascendencia del control judicial que debe realizarse, respecto a la afectación al derecho de libertad personal en el supuesto de flagrancia, impone que la revisión debe ser especialmente cuidadosa, pues el descubrimiento de una situación de ilegalidad desencadena el reproche y la exigencia de responsabilidad que jurídicamente correspondan. Por tanto, el juez tendrá que ponderar si la autoridad aprehensora contaba con datos suficientes que le permitieran identificar con certeza a la persona acusada; así como, evaluar el margen de error que pudo haberse producido tomando como base la exactitud y precisión de los datos aportados por la denuncia, cuando ésta es informal.

· Responsabilidad derivada de la violación constitucional. La responsabilidad penal y administrativa que pudiera ser imputable a las autoridades policiacas aprehensoras, por efectuar una detención fuera de los supuestos de flagrancia o caso urgente, establecidos en la Constitución Federal como supuestos que justifican la restricción al derecho de libertad personal de los gobernados, podrá reclamarse en la vía legal respectiva.

138.   iii) El caso urgente, como medida específica, dentro del régimen constitucional relativo al derecho a la libertad personal. De lo anteriormente expuesto, es posible destacar las características ontológicas, normativamente previstas en la Constitución Federal, de la detención por caso urgente, determinadas por esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación: 
a) Es una restricción al derecho a la libertad personal;

b) Es extraordinaria, pues deriva de condiciones no ordinarias, como el riesgo fundado de que la persona acusada de cometer un delito grave se sustraiga de la acción de la justicia y que por razón de la hora, lugar o circunstancia, el Ministerio Público no pueda ocurrir ante la autoridad judicial a solicitar una orden de aprehensión;

c) Es excepcional, pues se aparta de la regla general sobre el control judicial previo dentro del régimen de detenciones.

d) Debe estar, siempre, precedida de una orden por parte del Ministerio Público, una vez que se han acreditado los tres requisitos que la autorizan: i) que se trate de un delito grave, ii) que exista riesgo fundado de que el inculpado se fugue y ii) que por razones extraordinarias no sea posible el control judicial previo.

139.   Ahora bien, de las características ontológicas de la detención por caso urgente, destaca que dicha medida implica una excepción al control judicial previo, que es preferente en el régimen de detenciones. Sin embargo, para esta Primera Sala, esta excepción se encuentra razonablemente compensada en la Constitución. En efecto, la caracterización de la detención por caso urgente como una medida restrictiva de la libertad personal, extraordinaria, excepcional y sujeta a la orden previa del Ministerio Público, constituye una garantía normativa que tiene como finalidad salvaguardar el derecho a la libertad personal cuando no existe control judicial previo. 
140.   Los requisitos constitucionales a los que está sujeta la detención por caso urgente configuran un control normativo intenso dispuesto por el legislador, que eleva el estándar justificativo para que el Ministerio Público decida ordenar la detención de alguna persona sin control previo por parte de un juez. Por ello, esta Primera Sala considera razonable que el constituyente determinara que el Ministerio Público deba demostrar que los tres requisitos establecidos en el quinto párrafo del artículo 16 constitucional se actualizan concurrentemente. Asimismo, para que se pueda acreditar que los tres requisitos se actualizan conjuntamente, esta Primera Sala considera que debe existir una base empírica, objetiva e indiciaria, que el Ministerio Público tiene la carga de aportar para que la existencia de dichos elementos pueda ser corroborada posteriormente por un juez, cuando éste realice el control posterior de la detención, como lo dispone el sexto párrafo del artículo constitucional analizado. Ahora bien, el tipo de indicio que se requiere para acreditar la existencia de un caso urgente, se determina según el requisito del que se trate. 
141.   El primer requisito para determinar si se configura el caso urgente, establecido en el quinto párrafo del artículo 16 constitucional, es que se trate de delito un grave, así calificado por la ley. Para apreciar de qué tipo de delito se trata bastará que el Ministerio Público haga el análisis de la conducta típica, a partir de los elementos de prueba con los que cuente, para que después clasifique el delito, según el código penal y, con ello, esté en condiciones de consultar nuevamente la ley penal para saber cómo se determina la gravedad de los delitos y cuáles son estos. En nuestro país, existen dos métodos distintos, pues algunos códigos establecen un catálogo preciso y previo de delitos graves y otros los definen según el término medio aritmético.
142.   El segundo requisito consiste en que exista riesgo fundado de que el indiciado pueda sustraerse a la acción de la justicia. La expresión “fundado” significa que el riesgo de sustracción a la acción de la justicia se encuentre apoyado con motivos y razones, así como con indicios objetivos que sean eficaces para afirmar su existencia. Esto es, basta la sospecha razonable, empíricamente sustentada por medio de indicios, sin que sea necesaria la existencia de prueba plena, de que el inculpado puede evadir la acción penal, para que se considere acreditado este requisito.
143.   El tercer requisito estriba en que el Ministerio Público no pueda ocurrir ante la autoridad judicial por razón de la hora, lugar o circunstancia. Si bien la norma no precisa por qué el Ministerio Público debe ocurrir preferentemente ante un juez para llevar a cabo una detención, se entiende que ello es para solicitar una orden de aprehensión, lo que tiene aparejado el control judicial previo a la privación de la libertad. 
144.   Ahora bien, el precepto dispone con claridad los dos primeros motivos que el Ministerio Público puede oponer válidamente para justificar que no le fue posible ocurrir ante un juez: la hora o, bien, el lugar en el que se pretenda ejecutar una detención. Como ejemplo, el primer motivo podría configurarse cuando la detención se pretende ejecutar fuera de los horarios laborales de los juzgados penales y que estos no hayan dispuesto alguna guardia para las horas posteriores a la jornada laboral ordinaria. En ambos casos, la imposibilidad de que algún juez controle la detención previamente trae aparejada la posibilidad de que el inculpado no sea detenido. En cuanto al segundo motivo, este podría configurarse en aquellos casos en lo que en el lugar en el que se pretende ejecutar una detención no existan jueces con quienes se pueda acudir o, bien, el juzgador se encuentra en diverso lugar cuya lejanía implicaría la imposibilidad de ocurrir ante él oportunamente, lo que conlleva también la posibilidad de que el inculpado no sea detenido.
145.   Además de los dos motivos anteriores –la hora y el lugar–, el precepto dispone que el Ministerio Público podría justificar la imposibilidad de acudir ante un juez para solicitar una orden de captura, cuando las “circunstancias” en el momento en que se pretende ejecutar una detención no se lo permitan. Las citadas “circunstancias” se refieren al contexto de modo, tiempo y lugar que configura el momento en que resulta necesario y perentorio llevar a cabo la detención de una persona sospechosa de haber cometido un delito grave, porque de no hacerlo en esa justa oportunidad la persona podría evadirse de la acción de la justicia. En estos casos, para acreditar la existencia de las circunstancias referidas, el Ministerio Público deberá contar con indicios objetivos, sin que sea necesaria prueba plena, que permitan su corroboración por parte del juzgador que controle la detención con posterioridad.
146.   Una vez acreditados concurrentemente los tres requisitos anteriores, el Ministerio Público podrá ordenar la detención de la persona, bajo su más estricta responsabilidad, fundando y expresando los indicios que motiven su decisión. Esto significa que sólo mediante una orden –que constituye una resolución– emitida previamente por el Ministerio Público, que se encuentre debidamente fundada y motivada, podrá ejecutarse la detención posterior de una persona.
147.   Ahora bien, en el Distrito Federal, el artículo 268 del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal, regula lo relativo a la detención por caso urgente, de la siguiente manera:
ARTÍCULO 268.- Habrá caso urgente cuando concurran las siguientes circunstancias:

I.- Se trate de delito grave así calificado por la ley; y

II. Exista riesgo fundado de que el indiciado pueda sustraerse a la acción de la justicia, y

III.- El Ministerio Público no pueda ocurrir ante la autoridad judicial por razón de la hora, lugar u otras circunstancias.

Existirá el riesgo fundado a que se refiere la fracción II anterior, en atención a las circunstancias personales del inculpado, a sus antecedentes penales, a sus posibilidades de ocultarse, a ser sorprendido al tratar de abandonar el ámbito territorial de jurisdicción de la autoridad que estuviera conociendo del hecho o, en general, a cualquier indicio que haga presumir fundadamente que puede sustraerse de la acción de la justicia.

El Ministerio Público ordenará la detención en caso urgente, por escrito, fundando y expresando los indicios que acrediten los requisitos mencionados en las fracciones anteriores.

Salvo que el individuo se encuentre en presencia del Ministerio Público, las demás detenciones serán ejecutadas por la Policía Judicial, la que deberá sin dilación alguna poner al detenido a disposición del Ministerio Público.

Para todos los efectos legales, son graves los delitos sancionados con pena de prisión cuyo término medio aritmético exceda de cinco años. Respecto de estos delitos no se otorgará el beneficio de la libertad provisional bajo caución previsto en la fracción I del artículo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. El término medio aritmético es el cociente que se obtiene de sumar la pena mínima y la máxima del delito de que se trate y dividirlo entre dos. 

La tentativa punible de los ilícitos que se mencionan en el párrafo anterior también se considerará delito grave si el término medio aritmético de las dos terceras partes de la pena de prisión que se debiera imponer de haberse consumado el delito excede de cinco años. 

Para calcular el término medio aritmético de la pena de prisión se tomarán en consideración las circunstancias modificativas de la penalidad del delito de que se trate.

Cuando se señalen penas en proporción a las previstas para el delito doloso consumado, la punibilidad aplicable es, para todos los efectos legales, la que resulte de la elevación o disminución, según corresponda, de los términos mínimo y máximo de la pena prevista para aquél.

148.   Para esta Primera Sala de la Suprema Corte, este precepto debe considerarse como parte del análisis de constitucionalidad, puesto que conjuntamente con los párrafos quinto y sexto del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y el artículo 7 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos integra un mismo régimen en materia de detenciones para el Distrito Federal. 
149.   Lo anterior es así, porque el numeral 7.2 del Pacto de San José remite a la legislación de los Estados para que en ésta se determinen las causas y condiciones a partir de la cuales una persona puede ser privada de la libertad y porque en términos de los incisos segundo y tercero del artículo 31 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, para interpretar un instrumento internacional –como ahora se hace– se debe tomar en cuenta el sistema al cual se inscribe, lo que puede hacerse considerando el marco normativo estatal, si este último no es restrictivo para los derechos humanos. Esta orientación tiene particular importancia para el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, que ha avanzado sustancialmente mediante la interpretación evolutiva de los instrumentos internacionales de protección
. Además, el artículo 1º constitucional dispone que las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con la propia Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia. Por ello, las normas constitucionales como las convencionales en materia de derechos humanos integran un mismo parámetro normativo que forma parte del orden jurídico interno.
150.   Por ello, en el Distrito Federal, en relación al caso urgente, deberá atenderse a lo dispuesto por el artículo 268 del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal, además de lo que disponen los párrafos quinto y sexto de la Constitución Federal ya analizados. Al respecto, esta Suprema Corte aprecia que los requisitos genéricos establecidos en la Constitución Federal con relación al caso urgente son idénticos en el código adjetivo penal. Las únicas variaciones son, por lo que al primer requisito respecta, que la norma secundaria precisa que la gravedad del delito se determina a partir del término medio aritmético y que, con relación al segundo requisito genérico, la norma secundaria establece algunos supuestos casuísticos, no limitativos, para determinar en qué casos existirá “riesgo fundado”. Así, la norma secundaria dispone que existirá riesgo fundado, en atención a las circunstancias personales del inculpado, a sus antecedentes penales, a sus posibilidades de ocultarse, a ser sorprendido al tratar de abandonar el ámbito territorial de jurisdicción de la autoridad que estuviera conociendo del hecho, o, en general, a cualquier indicio que haga presumir fundadamente que puede sustraerse de la acción de la justicia. 
151.   En cuanto a “las circunstancias personales”, los “antecedentes penales del inculpado” o a “sus posibilidades de ocultarse”, como justificación para considerar de que existe riesgo fundado, esta Primera Sala considera que deberá probarse por parte del Ministerio Público, por medio de pruebas objetivas e indiciarias, que las referidas “circunstancias”, “antecedentes” o “posibilidades”, por sí mismas, son eficaces para acreditar la existencia de una sospecha razonable, empíricamente sustentada, de que el inculpado está en posibilidades y tiene la intención de sustraerse de la acción de la justicia. 
152.   Lo anterior significa que no sólo porque el inculpado se encuentre en determinadas circunstancias personales, tenga antecedentes penales o pueda ocultarse, se puede considerar que ello, como consecuencia indefectible, traerá aparejada la configuración del riesgo fundado, sino que deberá probarse indiciariamente que dichas “circunstancias”, “antecedentes” y “posibilidades” reflejan de manera objetiva la intención del inculpado de sustraerse de la acción de la justicia y que, además, está en posibilidad de hacerlo.  
153.   Una vez que fue expuesto por esta Suprema Corte el sentido del caso urgente como justificación para llevar a cabo una detención, debe concluirse que cuando no se cumplen de manera concurrente los tres requisitos genéricos previstos en el párrafo quinto del artículo 16 constitucional y no existe orden previa emitida por el Ministerio Público, la detención que se llegara a ejecutar deberá calificarse como ilegal, pues resulta contraria no sólo al texto constitucional sino también a los numerales 7.1 y 7.2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. En el caso del Distrito Federal, además, deberán acreditarse los elementos específicos ya analizados con relación al caso urgente, atendiendo a la interpretación constitucional realizada por esta Primera Sala.

154.   Ahora bien, esta Primera Sala de la Suprema Corte analizará cuál deberá ser la reparación adecuada en aquellos casos en los que se haya ejecutado una detención ilegal, con motivo de que no se acreditaron los tres elementos genéricos dispuestos en la Constitución Federal que justifican la detención por caso urgente, a partir de una orden previa emitida por el Ministerio Público.
155.   Para determinar lo anterior, deberá considerarse el órgano que realiza la detención y el momento en que se lleva a cabo el control de la misma. Aquí existen las siguientes posibilidades: 
a) Si la policía llevó a cabo motu proprio la detención de una persona sin mandato previo por parte del Ministerio Público en la que justifique el caso urgente, el órgano ministerial deberá calificar la detención como ilegal, una vez que la persona haya sido puesta a su disposición, y deberá ordenar que la persona detenida sea puesta inmediatamente en libertad. Asimismo, el Ministerio Público estará imposibilitado para admitir, considerar y valorar todo elemento de prueba que tenga un vínculo directo o que haya sido producto de la detención ilegal, por tener la calidad de pruebe ilícita. 

b) Si la detención la realizó la policía por mandato previo del MP y éste aprecia que no se acreditan los elementos del caso urgente, deberá actuar en términos del inciso anterior.

c) Si la detención fue ilícita, en términos de los dos incisos anteriores, y esta circunstancia no es corregida por el Ministerio Público al momento en que la persona es puesta a su disposición, el juez, al calificar la detención, una vez radicada la consignación hecha por la autoridad ministerial, deberá declararla ilegal y procederá a estudiar si las pruebas existentes tienen algún vínculo u origen con la detención para proceder a su anulación. Una vez hecho esto, deberá estudiar el impacto en la situación jurídica de la persona detenida al dictar el auto de término constitucional.

d) En segunda instancia, si el órgano de apelación aprecia que la detención fue ilegal, la calificará así y  anulará las pruebas que tengan vínculo con la detención o cuyo origen se deba a ella.  

156.   iv. Revisión de la interpretación constitucional realizada por el Tribunal Colegiado que dictó la sentencia recurrida. Una vez que fue expuesto el parámetro normativo convencional y constitucional con relación al caso urgente, esta Primera Sala aplicará dicho parámetro para analizar la interpretación adoptada por el Tribunal Colegiado y, una vez hecho esto, dará respuesta a las preguntas inicialmente formuladas. 

157.   De las constancias del expediente se aprecia que la detención del quejoso fue ejecutada motu proprio por la policía preventiva y sin mandato judicial ni ministerial. Los hechos delictivos ocurrieron alrededor de las nueve de la mañana del cuatro de junio de dos mil once
. El afectado presentó la denuncia correspondiente a las trece horas con diez minutos del seis de junio de dos mil once
. No obstante, el quejoso fue detenido por la policía el siete de junio, aproximadamente a las ocho horas con treinta minutos, sin mandato alguno por parte del Ministerio Público, en su centro de trabajo
. Una vez ejecutada la detención, los policías pusieron al quejoso a disposición del Ministerio Público a las once horas con diez minutos del mismo día
. Finalmente, a las cero horas con cincuenta y cuatro minutos del ocho de junio de dos mil once, el agente del Ministerio Público decretó la detención del quejoso por caso urgente
. 
158.   Para justificar la existencia del caso urgente, el órgano ministerial consideró que los tres requisitos que lo configuran estaban concurrentemente acreditados, por ello argumentó que el delito que se le imputó al quejoso es grave, de conformidad con el artículo 268 del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal, pues se trata del delito de robo, tipificado en los artículos 220, fracción IV (hipótesis de cuando el valor de lo robado exceda de setecientas cincuenta veces el salario mínimo), 224 párrafo primero y 225. Asimismo manifestó que el quejoso podía sustraerse de la acción de justicia, pues conforme a los informes aportados por la policía de investigación se aprecia que el ahora recurrente estuvo detenido previamente por el delito **********. El Ministerio Público expuso que el quejoso sabía del delito que se le imputaba, por lo que evadir la acción de la justicia le resultaba más benéfico que enfrentar el proceso penal, aunado al hecho de que no informó a ninguna autoridad del robo que se estaba planeando, no obstante tener conocimiento, ni tampoco lo hizo después de realizado, por lo que se aprecia su intención de evadir la acción de la justicia. 
159.   A partir de lo anteriormente expuesto, esta Primera Sala de la Suprema Corte considera que el Tribunal Colegiado de manera correcta determinó que los requisitos del caso urgente debían acreditarse de manera concurrente, pues como lo adujo en su sentencia “deben reunirse uno a uno”. Sin embargo, determinó incorrectamente que la justificación de la detención podía realizarse con posterioridad a su ejecución y sin mandato ministerial previo. Asimismo, fue incorrecto que considerara los antecedentes penales del quejoso para acreditar el riesgo de que se fuera a sustraer de la acción de la justicia. Esto es así, porque el órgano ministerial no expuso los motivos que justificaran que el citado antecedente  ********** permitía apreciar, por sí mismo, que el quejoso se sustraería de la acción de la justicia y que estaba en posibilidad de ello.
160.   Por lo anterior, esta Primera Sala de la Suprema Corte concluye que la detención del quejoso fue ilegal y que esta situación no fue corregida ni por el Ministerio Público ni por los juzgadores que intervinieron el caso. En atención a ello, la reparación idónea para este Alto Tribunal en el caso concreto, es declarar ilegal la detención de  ********** y, por tanto, se deberá restar valor probatorio a todas las pruebas que tengan origen en la misma o que tengan de cualquier modo vínculo con ella por constituir prueba ilícita. 
161.   En cuanto a la pregunta: ¿Desde el momento de la detención, el indiciado cuenta con el derecho a ser asistido por un profesional del derecho, en términos de la fracción IX del artículo 20 constitucional, antes de la reforma de dieciocho de junio de dos mil ocho? 
162.   Para contestar la pregunta anterior, esta Primera Sala desarrollará los siguientes temas: i) la oportunidad en el derecho a la defensa adecuada y técnica en el marco de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y de la Constitución Federal y ii) se dará respuesta al planteamiento de constitucionalidad del quejoso.
163.   i) La oportunidad en el derecho a la defensa adecuada y técnica en el marco de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y de la Constitución Federal. En el marco de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, particularmente de lo prescrito en el artículo  8.2, incisos d y e, del citado instrumento
, las personas procesadas penalmente tienen derecho a una defensa oportuna, técnica
, eficaz
 y material
.
164.   Con relación al tema de la oportunidad de la defensa, que es el tema de constitucionalidad analizado, esta Primera Sala entiende que, en el ámbito del Pacto de San José, toda persona tiene derecho a la defensa técnica desde que se le señala como posible autor o partícipe de un hecho punible y sólo culmina cuando concluye el proceso, incluyendo la etapa de ejecución de la pena. De no ser de esta manera se estaría supeditando los derechos convencionales que protegen el derecho a la defensa a que la persona indiciada se encuentre en determinada fase procesal, lo que dejaría abierta la posibilidad de que con anterioridad se afecte un ámbito de sus derechos por medio de actos de autoridad que desconoce o que no puede controlar y oponerse con eficacia. 

165.   Para esta Sala, el derecho a la defensa obliga al Estado a tratar a los individuos como verdaderos sujetos del proceso, en el más amplio sentido de este concepto, y no simplemente como objetos del mismo
. Por ello, ya que la persona tiene derecho a la defensa técnica desde que se le señala como posible autor o participe de un hecho punible, en términos de los artículos 8.2.e, 8.2.d y 20, apartado A, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos –en su texto anterior a la reforma publicada el dieciocho de junio de dos mil ocho–, este derecho deberá ejercerse desde el momento en que el inculpado comparece o es puesto a disposición del Ministerio Público y deberá contar, siempre, con la asistencia de su abogado antes de rendir su primera declaración. Esto es así, porque según lo dispone la fracción II, del apartado A, del artículo 20 constitucional –anterior a la reforma de junio de dos mil ocho–, “la confesión rendida ante cualquier autoridad distinta del Ministerio Público o del juez, o ante éstos sin la asistencia de su defensor carecerá de todo valor probatorio”. Para esta Primera Sala, esta última disposición normativa protege ampliamente, en términos absolutos, a las personas detenidas de la posible coacción que la policía pudiera ejercer en su contra al momento de ser detenidas, al dejar sin valor cualquier declaración que se haga ante autoridades distintas del Ministerio Público o el Juez, aun contando con la presencia de un defensor.

166.    Por ello, atendiendo a lo que esta Primera Sala de la Suprema Corte determinó en el amparo directo en revisión **********, desde que la persona inculpada comparece ante el Ministerio Público o es puesta a disposición de éste deberá contar con la asistencia efectiva de un abogado titulado. En estas condiciones el asesor legal deberá comparecer físicamente y brindará ayuda efectiva al inculpado. El profesional del derecho deberá velar porque el proceso se siga  con apego a los principios del debido proceso y que éste no sea viciado. Asimismo, deberá asegurarse de que la sentencia que se dicte cumpla con los requisitos, valores y principios constitucionales que forman parte del debido proceso. Todo lo anterior deberá observarse en todas aquellas diligencias o actuaciones y etapas procesales en las cuales es eminentemente necesaria la presencia del inculpado, en las que activa, directa y físicamente participe o deba participar, así como en aquellas en las que de no estar presente, se cuestionarían o pondrían gravemente en duda la certeza jurídica y el debido proceso. 
167.   Ahora bien, para esta Primera Sala, en los casos en que la persona detenida y puesta a disposición del Ministerio Público no sea inmediatamente asistida por un abogado titulado antes de que rinda su primera declaración, la reparación adecuada que deberá determinar el juzgador será, si rindió declaración, que ésta sea anulada, así como todas aquellas pruebas que tengan un vínculo con ella o hayan sido obtenidas a partir de la misma, pues tendrán la calidad de ilícitas. Si no rindió declaración, la diligencia respectiva también deberá ser anulada, pues la afectación del derecho a la defensa en estos casos impacta negativamente se declare o no. Para esta Suprema Corte, la determinación de declarar o de no hacerlo tiene un sentido táctico y estratégico en el ejercicio de la defensa, que en muchos casos es determinante para la persona procesada penalmente. La decisión de declarar o de no hacerlo, por ello, debe tomarse con la asesoría previa de un abogado titulado.

168.   Aunado a lo anterior, en los casos en los que la persona ya ha sido detenida, los agentes del Estado deben informar a la persona bajo su custodia de los motivos y razones de la detención desde el momento en que ésta se produjo, pues de esta manera se impiden las detenciones ilegales y arbitrarias y se protege el derecho de defensa de la persona detenida
, pues así lo dispone el artículo 7.4 del Pacto de San José. De igual manera, el agente que realiza la detención debe informar a la persona privada de la libertad y bajo su custodia, en un lenguaje simple y libre de tecnicismos, tanto los hechos como las bases jurídicas en los que se sustenta la detención; no sólo debe mencionarse la base legal
.

169.   Para esta Primera Sala el artículo 7.4 de la Convención establece el derecho de la persona detenida a ser informada de los motivos de la detención y a ser notificada de la misma situación. El elemento captor, desde el momento mismo de la detención, deberá informar a la persona privada de la libertad de los motivos, ya sea de forma oral o escrita. En cambio la notificación de los cargos, necesariamente deberá ser por escrito.
 El derecho a ser informado de los motivos de la detención permite al detenido impugnar la legalidad de la misma, haciendo uso de los mecanismos legales que todo Estado debe ofrecer, en los términos del artículo 7.6 del Pacto de San José
.

170.   Lo mismo deberá observarse respecto de la prerrogativa de la persona inculpada a ser informada de los derechos que su favor establece la Constitución, reconocido en la fracción IX, del apartado A, del artículo 20 constitucional –anterior a la reforma de dos mil ocho–. Esta información correrá a cargo tanto de la policía como del Ministerio Público desde el momento en que la persona sea detenida. A la primera, le corresponderá informar por lo menos verbalmente; al segundo, le compete informar por escrito. Esto es así, porque el término “proceso” empleado en esta fracción, debe entenderse como referido a todo el procedimiento penal y no sólo a la parte que se desarrolla ante un juez.

171.   En atención a lo anterior, es posible concluir que en México, con motivo de la operatividad del sistema de justicia penal, correspondería a la policía, que es la que generalmente lleva a cabo las detenciones, informar a la persona, por lo menos verbalmente, de los motivos de la detención, al momento en que ésta se llevó a cabo, así como de los derechos que la Constitución le reconoce. El cumplimiento de esta obligación a cargo de la policía podría verificarse en el parte informativo y aceptaría prueba en contrario.

172.   En cambio, la obligación de notificar por escrito a la persona privada de la libertad de los motivos de la detención así como de sus derechos, estaría a cargo del Ministerio Público, una vez que la persona detenida ha sido puesta a su disposición por parte de la policía o, bien, comparece motu proprio. También aceptaría prueba en contrario.

173.   Para esta Primera Sala de la Suprema Corte, por mandato del artículo 1º constitucional, las normas de fuente internacional y constitucional en materia de derechos humanos forman parte de un mismo parámetro normativo en el ámbito interno. Por lo anterior, lo dispuesto en el artículo 7.4 del Pacto de San José forma parte del marco normativo constitucional interno que debe observarse al ejecutarse una detención. Por ello, si se determina que los agentes del Estado no informaron a la persona de las causas y razones de su detención ni sobre los derechos que le asisten, dicha detención será contraria a las garantías internas que protegen el derecho a la libertad personal. Así, este tipo de detención implicará la violación a los artículos 7.4, 7.2, 7.1 y a la fracción IX del apartado A del artículo 20 constitucional
. 

174.   En cuanto a la reparación adecuada para este tipo de violación, esta Primera Sala considera que deberá consistir en la sanción administrativa correspondiente al servidor público omiso, así como la penal, de trascender esta conducta a dicho ámbito. Esto es así, porque la violación al artículo 7.4 y a la fracción IX del apartado A del artículo 20 constitucional, este último en la parte relativa a ser informado de los derechos que consigna la Constitución, no trasciende por sí misma al resto del procedimiento. 

175.   En efecto, en caso de que con motivo de la omisión de información la persona detenida declare ante el Ministerio Público sin saber por qué fue detenida y sin la asistencia de algún abogado titulado, el impacto en el proceso será por la afectación directa a sus derechos a la defensa adecuada y al debido proceso y no con motivo de la violación al artículo 7.4. 

176.   En aquellos casos en los que la persona inculpada comparezca a una diligencia judicial sin la asistencia de un abogado titulado, esta Primera Sala ha determinado que la reparación idónea será anular la diligencia, así como las pruebas ilícitamente obtenidas y reponer el procedimiento, porque el derecho a la defensa adecuada es un elemento de validez del propio proceso penal. En cambio, si la persona compareció a una diligencia ministerial, durante la etapa de averiguación previa, sin la asistencia de un abogado titulado, la reparación idónea en estos casos será anular la declaración, así como las pruebas obtenidas con motivo de ella por tener la calidad de ilícitas. 

177.   Por ello, se reitera que la violación al artículo 7.4 de la Convención Americana así como la afectación a la fracción IX del artículo 20 constitucional, en la parte relativa a ser informado de los derechos constitucionales, por sí mismas sólo acarreará la sanción al servidor público omiso, como medida idónea de reparación, pues de existir algún impacto en el proceso será por la violación directa a otras normas y a otros derechos –como el derecho a la defensa adecuada y al debido proceso– cuya forma de reparación es diversa como ha sido precisado por este Alto Tribunal.
178.   ii) Respuesta al planteamiento de constitucionalidad del quejoso. Una vez expuesto el parámetro normativo aplicable al caso, esta Primera Sala concluye que no le asiste la razón al quejoso respecto de su argumento en el sentido de que contaba con el derecho a ser asistido por un profesional del derecho desde el momento en que fue detenido. Lo anterior es así, porque el derecho a la defensa adecuada y técnica, con la asistencia de un profesional del derecho, debe ejercerse desde que la persona inculpada comparece ante el Ministerio Público. En el caso particular se respetó su derecho, pues su primera declaración ante el órgano acusador la rindió con la asistencia de la defensora de oficio, el nueve de junio de dos mil once
, y en ella no reconoció la conducta delictiva que se le imputó.
179.   Ahora bien, en cuanto al derecho del quejoso a ser informado verbalmente tanto de los cargos como de sus derechos al momento de ser detenido por parte de la policía, así como de su derecho a que el Ministerio Público lo hiciera por escrito, esta Primera Sala no aprecia que lo haya hecho la policía. Esta circunstancia no es referida por los agentes preventivos captores en el formato de puesta a disposición, por lo que incumplieron con su obligación. En cuanto al Ministerio Público, la información de referencia fue aportada al quejoso durante la integración de la averiguación previa, particularmente durante la diligencia realizada a las 14:23 horas, de siete de junio de dos mil once
. Sin embargo, el quejoso fue puesto a disposición del órgano investigador desde las 11:10 horas del mismo día, sin que conste que desde este momento se le haya notificado por escrito las razones de la acusación ni sobre los derechos que le asistían, por lo que la autoridad ministerial incumplió con su obligación. 
180.   Por lo anterior, esta Primera Sala declara que se violaron en perjuicio del quejoso los artículos 7.4 del Pacto de San José, así como la fracción IX del artículo 20 constitucional, en la parte relativa a que se le debe informar de sus derechos constitucionales como persona inculpada. Esta violaciones las cometieron tanto los agentes de la policía preventiva que detuvieron al quejoso, así como el Ministerio Público ante el cual fue puesto a disposición, con motivo de que no le hicieron saber al momento de la detención ni al ser puesto a disposición de la representación social sobre los cargos que se le imputaban ni le informaron sobre los derechos que le asistían. Para esta Primera Sala, las violaciones declaradas deben tener como consecuencia el inicio de un procedimiento administrativo a los servidores públicos omisos, así como penal, en caso de que dicha conducta se encuentre tipificada como delito.
181.   En cuanto a la pregunta: ¿El derecho a la inviolabilidad de las comunicaciones privadas, reconocido en los párrafos undécimo y duodécimo del artículo 16 constitucional, no subsiste respecto a los aparatos de comunicaciones abandonados –como los teléfonos celulares–, respecto de los cuales se desconozca al dueño o, bien, este último no exista?

182.   Para contestar la pregunta anterior, esta Primera Sala desarrollará los siguientes temas: i) el contenido del derecho a la inviolabilidad de las comunicaciones privadas en el marco de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y de la Constitución Federal y ii) la revisión de la interpretación constitucional realizada por el Tribunal Colegiado que dictó la sentencia recurrida.

183.   i) El contenido del derecho a la inviolabilidad de las comunicaciones privadas en el marco de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y de la Constitución Federal. Para desarrollar este apartado será necesario considerar lo dispuesto en el artículo 11 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos:
Artículo 11

Protección de la honra y de la dignidad

1. Toda persona tiene derecho de su honra y al reconocimiento de su dignidad.

2. Nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su vida privada, en la de su familia, en su domicilio o en su correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra o reputación.

3. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o esos ataques.

184.   Para esta Primera Sala, el ámbito de la privacidad, en el marco de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, se caracteriza por estar exento e inmune a las invasiones o agresiones abusivas o arbitrarias por parte de terceros o de la autoridad pública
. Este derecho está protegido por el Pacto de San José, al disponer, en el transcrito artículo 11, que está prohibida toda injerencia arbitraria o abusiva de la vida privada de las personas, como en ámbito de sus familias, sus domicilios y correspondencias. 

185.   Ahora bien, de la lectura del artículo 11 se aprecia que las conversaciones telefónicas, ya sea verbales, por mensajes de texto o por cualquier otro tipo de transmisión de datos, no se encuentran expresamente contempladas, sin embargo, dicha forma de comunicación debe ser incluida dentro del ámbito de protección de la vida privada de las personas
. El artículo citado protege las conversaciones realizadas a través de las líneas telefónicas instaladas en las residencias particulares o en las oficinas, con independencia de su contenido, ya sea que versen sobre asuntos privados o profesionales. Asimismo, protege las conversaciones realizadas por teléfonos celulares, por cualquier forma de transferencia de datos.

186.   Por lo anterior, el artículo 11 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos se aplica a las conversaciones telefónicas, con independencia del tipo de transferencia de datos que se realice (verbal, texto, fotos, videos) e  independientemente de su contenido. Asimismo, el referido artículo comprende las operaciones técnicas dirigidas a registrar el contenido de las conversaciones, mediante su grabación y escucha, como cualquier otro proceso comunicativo. Así tenemos como ejemplos, el destino de las llamadas o mensajes de texto o cualquier otro tipo de transmisión de datos, que salen o el origen de los que ingresan, la identidad de los interlocutores, la frecuencia, hora y duración de las transferencias de datos. Por tanto, para este Alto Tribunal, es importante considerar que la protección a la vida privada implica que sujetos distintos a los interlocutores no conozcan ilícitamente el contenido de las conversaciones telefónicas, por cualquier tipo de transmisión de datos, o de otros aspectos, propios del proceso de comunicación
. 

187.   En el ámbito de la Constitución Federal, en los párrafos undécimo y duodécimo de su artículo 16 actualmente vigente, dispone, respecto de la inviolabilidad de las comunicaciones privadas, lo siguiente:

[…]

Las comunicaciones privadas son inviolables. La Ley sancionará penalmente cualquier acto que atente contra la libertad y privacía de las mismas, excepto cuando sean aportadas de forma voluntaria por alguno de los particulares de que participen en ellas. El juez valorará el alcance de éstas, siempre y cuando contengan información relacionada con la comisión de un delito. En ningún caso se admitirán comunicaciones que violen el deber de confidencialidad que establezca la ley.

Exclusivamente la autoridad judicial federal, a petición de la autoridad federal que faculte la ley o del titular del Ministerio Público de la entidad federativa correspondiente, podrá autorizar la intervención de cualquier comunicación privada. Para ello, la autoridad competente deberá fundar y motivar las causas legales de la solicitud, expresando además, el tipo de intervención, los sujetos de la misma y su duración. La autoridad judicial federal no podrá otorgar estas autorizaciones cuando se trate de materias de carácter electoral, fiscal, mercantil, civil, laboral o administrativo, ni en el caso de las comunicaciones del detenido con su defensor.

188.   Al respecto, al resolver el amparo directo en revisión **********, aprobado por unanimidad de cinco votos, bajo la ponencia del Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, esta Primera Sala, en relación al derecho a la inviolabilidad de comunicaciones privadas previsto en los párrafos undécimo y duodécimo del artículo 16 constitucional, sostuvo que dicho derecho fundamental rige en las relaciones entre particulares. Para tal efecto,  retomó lo sustentado en el amparo en revisión **********, del cual fue ponente el Ministro Guillermo Ortiz Mayagoitia
. Asimismo, esta Primera Sala en el amparo directo en revisión **********, se pronunció respecto a la inviolabilidad de comunicaciones que rige entre gobernado y autoridad. 

189.   Acorde con lo anterior, para esta Primera Sala, la inviolabilidad de las comunicaciones privadas, a pesar de ser una manifestación más de aquellos derechos que preservan al individuo de un ámbito de actuación libre de injerencias de terceros –como sucede con el derecho a la intimidad, a la inviolabilidad del domicilio o a la protección de datos personales–, el derecho a la inviolabilidad de las comunicaciones privadas posee una autonomía propia reconocida por la Constitución.

190.   En cuanto a su objeto, el derecho a la inviolabilidad de las comunicaciones se configura como una garantía formal, esto es, las comunicaciones resultan protegidas con independencia de su contenido. En este sentido, no se necesita en modo alguno analizar el contenido de la comunicación o de sus circunstancias, para determinar su protección por el derecho fundamental. 

191.   Este elemento distingue claramente al derecho a la inviolabilidad de las comunicaciones de otros derechos fundamentales, como es el de la intimidad. En este último caso, para considerar que se ha consumado su violación, resulta absolutamente necesario acudir al contenido de aquéllo de lo que se predica su pertenencia al ámbito íntimo o privado.

192.   En definitiva, lo que se encuentra prohibido por el párrafo undécimo del artículo 16 de la Constitución es la intercepción o el conocimiento antijurídico de una comunicación ajena, lleva a cabo por particulares o por alguna autoridad. La violación de este derecho se consuma en el momento en que se escucha, se graba, se almacena, se lee o se registra –sin el consentimiento de los interlocutores–, una comunicación ajena, con independencia de que, con posterioridad, se difunda el contenido de la conversación interceptada.

193.   Respecto a esta última cuestión, esta Primera Sala considera conveniente enfatizar en que la reserva de las comunicaciones se impone sólo frente a terceros, de tal forma que el levantamiento del secreto por uno de los participantes en la comunicación no se considera una violación a este derecho fundamental
. Lo anterior no resulta óbice para que, en su caso, se configure una violación al derecho a la intimidad dependiendo, como se señaló anteriormente, del contenido concreto de la conversación divulgada.

194.   Asimismo, es importante señalar que el objeto de protección constitucional no hace referencia únicamente al proceso de comunicación, sino también a aquellos datos que identifican la comunicación.
195.   A fin de garantizar la reserva que se predica de todo proceso comunicativo privado, resulta indispensable que los datos  externos de la comunicación también sean protegidos. Esto se debe a que si bien es cierto que los datos no se refieren al contenido de la comunicación, también lo es que en muchas ocasiones ofrecen información sobre las circunstancias en que se ha producido la comunicación, afectando así, de modo directo o indirecto, la privacidad de los comunicantes.

196.   Estos datos, que han sido denominados habitualmente en la doctrina como “datos de tráfico de las comunicaciones”
, deberán ser objeto de análisis por parte del intérprete a fin de determinar si su intercepción y conocimiento antijurídico resultan contrarios al derecho fundamental en cada caso concreto. 

197.   Así, de modo ejemplificativo, el registro de los números marcados por un usuario de la red telefónica, la identidad de los comunicantes o  la duración de la llamada telefónica, llevado a cabo sin las garantías necesarias para la restricción del derecho fundamental al secreto de las comunicaciones, puede provocar su vulneración.
198.   En lo que hace al ámbito temporal de  protección de las comunicaciones privadas, es importante señalar que la inviolabilidad de las comunicaciones se extiende también con posterioridad al momento en el que se produce la comunicación.  Esto resulta de especial importancia en aquellos casos en los que el mensaje se materializa en un objeto una vez finalizado el proceso comunicativo, ya que existen muchos medios de comunicación que, por su naturaleza, conservan el contenido de las conversaciones.

199.   Así, el párrafo decimosegundo del artículo 16 constitucional no sólo proscribe aquellas interceptaciones de comunicaciones en tiempo real –es decir, durante el tiempo en que efectivamente se entabla la conversación-, sino también aquellas injerencias que se realizan con posterioridad en los soportes materiales que almacenan la comunicación. 

200.   Además, y por obvio que parezca, resulta importante advertir dos cuestiones. En primer término, que la intercepción de las comunicaciones privadas requiere de la intención del tercero ajeno a la misma. Esto es, se debe intervenir conscientemente en el proceso comunicativo y no como consecuencia de un error o casualidad. En este último caso, no se produciría consecuencia jurídica alguna, si aquél que interviene fortuitamente en una comunicación ajena, no difunde el contenido de la misma o afecta otro derecho. En segundo lugar, que la violación al derecho fundamental en estudio requiere un medio de transmisión del mensaje distinto de la palabra o gesto percibido directamente entre dos individuos, esto último, con independencia -otra vez-, de la posible violación al derecho a la intimidad.

201.   Ahora bien, respecto al medio a través del cual se realiza la comunicación objeto de protección, es necesario realizar las siguientes afirmaciones.

202.   Tradicionalmente, las comunicaciones protegidas por la Constitución han sido identificadas con la correspondencia de carácter escrito, que es la forma más antigua de comunicarse a distancia entre las personas. De ahí que en el penúltimo párrafo del artículo 16 de la Constitución se señale que “la correspondencia que bajo cubierta circule por las estafetas estará libre de todo registro”. Sin embargo, la expresa referencia a las comunicaciones postales no debe interpretarse como una relación cerrada.

203.   En primer término, es necesario señalar que nuestra Constitución no limita los medios a través de los cuales se puede producir la comunicación objeto de protección del derecho fundamental en estudio. Esto resulta acorde con la finalidad de la norma, que no es otra que la libertad de las comunicaciones, siendo que ésta puede ser conculcada por cualquier medio o artificio técnico desarrollado a la luz de las nuevas tecnologías.

204.   Del tradicional correo o telégrafo, pasando por el teléfono alámbrico y el teléfono móvil, hemos llegado a las comunicaciones que se producen mediante sistemas de correo electrónico, mensajería sincrónica o instantánea asincrónica, intercambio de archivos en línea y redes sociales. Las posibilidades de intercambio de datos, informaciones y mensajes se han multiplicado por tantos programas y sistemas como la tecnología es capaz de ofrecer y, por lo tanto, también las maneras en que dichos contenidos pueden ser interceptados y conocidos por aquéllos a quienes no se ha autorizado expresamente para ello. 

205.   En definitiva, todas las formas existentes de comunicación y aquéllas que sean fruto de la evolución tecnológica, deben quedar protegidas por el derecho fundamental a la inviolabilidad de las comunicaciones privadas. En estas condiciones, para que sea constitucional la intervención de cualquier comunicación privada, en términos del párrafo duodécimo del artículo 16 constitucional, deberá existir, indefectiblemente, control judicial previo, por parte de un juzgador que sea integrante del Poder Judicial de la Federación. Además, la solicitud para que un juez federal emita una autorización para intervenir las comunicaciones privadas deberá hacerse sólo por la autoridad federal que faculte la ley o del titular del Ministerio Público de la entidad federativa correspondiente. Asimismo, la autorización del juez deberá ser previa a la intervención y tendrá que estar debidamente fundada y motivada. Además, dicha autorización deberá de precisar el tipo de intervención, los sujetos de la misma y su duración.

206.   Por último, al poseer el derecho a la inviolabilidad de las comunicaciones privadas autonomía propia y al configurar una garantía formal que protege las comunicaciones con independencia de su contenido, lo que incluye los datos externos de las mismas, dicha protección debe afirmarse, asimismo, con independencia de si se tiene certeza o no de la identidad de los interlocutores o de alguno de ellos o si se tiene conocimiento o no de quién es el dueño o poseedor de los instrumentos o aparatos de comunicación empleados. Por tanto, la protección de las comunicaciones privadas se extiende en aquellos casos de teléfonos o aparatos de comunicaciones abandonados o respecto a los cuales no se tenga conocimiento de quién es su titular. Esto es así, puesto que aquello que se protege es la acción misma de la simple presencia de algún aparato idóneo que pudiese ser empleado para ello. Por ello, en estos casos la autoridad competente deberá solicitar la autorización del juzgador federal para acceder a la información contenida en un apartado de comunicación.

207.   Lo anterior se justifica, porque la única excepción para que no exista control judicial previo para intervenir algún tipo de comunicación privada, es que alguno de los participantes en la comunicación aporte la información a las autoridades competentes de manera voluntaria. Es importante resaltar que incluso en estos casos debe respetarse el derecho a que la comunicación privada de la parte que no aportó voluntariamente la información se salvaguarde, por lo que la autoridad únicamente estará en condiciones de conocer y emplear lícitamente la información que exclusivamente pertenezca a la parte que la aportó. 

208.   Por lo anterior, si la información que se aporte voluntariamente contiene, asimismo, información que pertenezca o que haya sido generada por la otra parte en la comunicación y respecto a la cual esta última no aportó su autorización voluntaria para que sea examinada por las autoridades sin control judicial previo, dicha información no podrá emplearse como prueba para formular una acusación penal. En estos casos, necesariamente, se deberá requerir por parte de la autoridad competente la autorización del juzgador federal para acceder a las comunicaciones privadas.

� En el sentido apuntado, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha entendido los derechos a la libertad y a la seguridad personales, reconocidos en el artículo 7 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Al respecto, el tribunal regional sostuvo que: “En sentido amplio la libertad sería la capacidad de hacer y no hacer todo lo que esté lícitamente permitido. En otras palabras, constituye el derecho de toda persona de organizar, con arreglo a la ley, su vida individual y social conforme a sus propias opciones y convicciones. La seguridad, por su parte, sería la ausencia de perturbaciones que restrinjan o limiten la libertad más allá de lo razonable. La libertad, definida así, es un derecho humano básico, propio de los atributos de la persona, que se proyecta en toda la Convención Americana. En efecto, del Preámbulo se desprende el propósito de los Estados Americanos de consolidad ‘un régimen de libertad personal y de justicia social, fundado en el respecto de los derechos esenciales del hombre’, y el reconocimiento de que ‘sólo puede realizarse el ideal del ser humano libre, exento de temor y de la miseria, si se crean condiciones que permitan a cada persona gozar de sus derechos económicos, sociales y culturales, tanto como de sus derechos civiles y políticos’. De esta forma, cada uno de los derechos humano protege un aspecto de la libertad del individuo”.  Caso ********** y *********. Sentencia de 21 de noviembre de 2007 (Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas), párr. 52.








� De esta forma lo entiende la Corte Interamericana: “El artículo 7 de la Convención tiene dos tipos de regulaciones bien diferenciadas entre sí: una general y otra específica. La general se encuentra en el primer numeral: ‘[t]oda persona tiene el derecho a la libertad y a la seguridad personales’. Mientras que la específica está compuesta por una serie de garantías que protegen el derecho a no ser privado de la libertad ilegalmente (art. 7.2) o arbitrariamente (art. 7.3), a conocer las razones de la detención y los cargos formulados en contra del detenido (art. 7.4), al control judicial de la privación de la libertad y la razonabilidad del plazo de la prisión preventiva (art. 7.5), a impugnar la legalidad de la detención (art. 7.6) y a no ser detenido por deudas (art. 7.7)”. Ibid, Caso **********, párr. 51. 


� Artículo 22.


Derecho de circulación y residencia


1. Toda persona que se halle legalmente en el territorio de un Estado tiene derecho a circular por el mismo y, a residir en él con sujeción a las disposiciones legales.


2. Toda persona tiene derecho a salir libremente de cualquier país, inclusive del propio.


3. El ejercicio de los derechos anteriores no puede ser restringido sino en virtud de una ley, en la medida indispensable en una sociedad democrática, para prevenir infracciones penales o para proteger la seguridad nacional, la seguridad o el orden públicos, la moral o la salud públicas o los derechos y libertades de los demás.


4. El ejercicio de los derechos reconocidos en el inciso 1 puede asimismo ser restringido por la ley, en zonas determinadas, por razones de interés público.


5. Nadie puede ser expulsado del territorio del Estado del cual es nacional, ni ser privado del derecho a ingresar en el mismo.


6. El extranjero que se halle legalmente en el territorio de un Estado parte en la presente Convención, sólo podrá ser expulsado de él en cumplimiento de una decisión adoptada conforme a la ley.


7. Toda persona tiene el derecho de buscar y recibir asilo en territorio extranjero en caso de persecución por delitos políticos o comunes conexos con los políticos y de acuerdo con la legislación de cada Estado y los convenios internacionales.


8. En ningún caso el extranjero puede ser expulsado o devuelto a otro país, sea o no de origen, donde su derecho a la vida o a la libertad personal está en riesgo de violación a causa de raza, nacionalidad, religión, condición social o de sus opiniones políticas.


9. Es prohibida la expulsión colectiva de extranjeros.


� Al respecto, la Corte Interamericana ha dicho lo siguiente en su jurisprudencia: “En lo que al artículo 7 de la Convención respecta, éste protege exclusivamente el derecho a la libertad física y cubre los comportamientos corporales que presuponen la presencia física del titular del derecho y que se expresan normalmente en el movimiento físico. […]”. Ibid, Caso **********, párr. 53.


� Con relación a esto, el Tribunal Interamericano afirmó que: “[…] Ahora bien, este derecho [la libertad física] puede ejercerse de múltiples formas, y lo que la Convención Americana regula son los límites o restricciones que el Estado puede realizar. Es así como se explica que el artículo 7.1 consagre en términos generales el derecho a la libertad y seguridad y los demás numerales se encarguen de las diversas garantías que deben darse a la hora de privar a alguien de la libertad. […]”. Idem, Caso **********.


� En estos términos se pronunció la Corte Interamericana: “[…] De ahí también se explica que la forma en que la legislación interna afecta al derecho a la libertad es característicamente negativa, cuando permite que se prive o restrinja la libertad. Siendo, por ello, la libertad siempre la regla y la limitación o restricción siempre la excepción”. Idem. Caso **********.


� Sobre el concepto “seguridad personal”, la Corte Interamericana expuso que: “[…] La seguridad también debe entenderse como la protección contra la interferencia ilegal o arbitraria de la libertad física […]”. Idem, Caso **********.


� Al respecto, la Corte Interamericana determinó que: “[...] la Corte resalta que cualquier violación de los numerales 2 al 7 del artículo 7 de la Convención acarreará necesariamente la violación del artículo 7.1 de la misma, puesto que la falta de respeto a las garantías de la persona privada de la libertad desemboca, en suma, en la falta de protección del propio derecho a la libertad de esa persona”. Ibid, Caso **********, párr. 54.


� Con relación al tema de la reserva de ley para la afectación a la libertad personal, la Corte Interamericana ha dicho que: 


“55. El artículo 7.2 de la Convención establece que “nadie puede ser privado de su libertad física, salvo por las causas y en las condiciones fijadas de antemano por las Constituciones Políticas de los Estados Partes o por las leyes dictadas conforme a ellas”.


“56. Este numeral  del artículo 7 reconoce la garantía primaria del derecho a la libertad física: la reserva de ley, según la cual, únicamente a través de una ley puede afectarse el derecho a la libertad personal. […]”. Ibid, Caso  ********** y **********.


� Con relación a lo que debe entenderse por el término leyes en el artículo 30 del Pacto de San José, el Tribunal Interamericano sostuvo lo siguiente: “Por tanto, en respuesta a la pregunta del Gobierno de Uruguay sobre la interpretación de la palabra leyes en el artículo 30 de la Convención, LA CORTE ES DE OPINIÓN, por unanimidad, que la palabra leyes en el artículo 30 de la Convención significa norma jurídica de carácter general, ceñida al bien común, emanada de los órganos legislativos constitucionalmente previstos y democráticamente elegidos, y elaborada según el procedimiento establecido por la constituciones de los Estados Partes para la formación de la leyes”. Corte Interamericana de Derechos Humanos. La Expresión “Leyes” en el Artículo 30 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, del 9 de mayo de 1986, párr. 38.


� Al respecto, la Corte Interamericana de Derechoq Humanos ha dicho que: “La reserva de ley debe forzosamente ir acompañada del principio de tipicidad, que obliga a los Estados a establecer, tan concretamente como sea posible y ‘de antemano´, las ‘causas’ y ‘condiciones’ de la privación de la libertad física. De este modo, el artículo 7.2 de la Convención remite automáticamente a la normativa interna. Por ello, cualquier requisito establecido en la ley nacional que no sea cumplido al privar a una persona de su libertad, generará que tal privación sea ilegal y contraria a la Convención Americana”.  Caso  ********** y **********. Sentencia de 21 de noviembre de 2007 (Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas), párr. 57.


� Así lo ha expuesto la Corte Interamericana en su jurisprudencia: “Por otra parte, el artículo 7.6 de la Convención protege el derecho de toda persona privada de la libertad a recurrir la legalidad de su detención ante un juez o tribunal competente, a fin de que ésta decida, sin demora, sobre la legalidad de la privación de la libertad y, en su caso, decrete su libertad. Al respecto, la Corte ha enfatizado que ‘la autoridad que debe decidir la legalidad del arresto o detención debe ser un juez o tribunal. Con ello, la Convención está resguardando que el control de la privación de la libertad debe ser judicial’. Caso **********. Sentencia de 24 de octubre de 2012 (Fondo, Reparaciones y Costas), párr. 140. 


� Resuelto en sesión correspondiente al 9 de noviembre de 2011, por unanimidad de cuatro votos de los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, José Ramón Cossío Díaz (Ponente), Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea; ante la ausencia del Ministro Guillermo I. Ortiz Mayagoitia.


� Al respecto, la Corte Interamericana de Derechos Humanos determinó lo siguiente: “Esta Corte ha dicho que ‘al dar interpretación a un tratado no sólo se toman en cuenta los acuerdos e instrumentos formalmente relacionados con éste (inciso segundo del artículo 31 de la Convención de Viena), sino también el sistema dentro del cual se inscribe  (inciso tercero del artículo 31)’. Esta orientación tiene particular importancia para el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, que ha avanzado sustancialmente mediante la interpretación evolutiva de los instrumentos internacionales de protección”. Caso **********. Sentencia de 7 de septiembre de 2004 (Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas), párr. 144. La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha hecho este mismo ejercicio, por ejemplo, en materia de tortura (vrg. Casos **********,   **********), en materia de medidas de protección para menores y adolescentes (Caso **********) y en materia de derechos de los pueblos indígenas (vrg. Casos de la Comunidad **********, del  ********** y de la  **********). En el caso de la Comunidad ***********, cuya sentencia fue dictada el 17 de junio de 2005, la Corte Interamericana determinó el alcance del artículo 21 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos a la luz de los derechos reconocidos a los pueblos indígenas en la Constitución de Paraguay. Así lo expuso el tribunal regional: “126. En este sentido, esta Corte ha afirmado que al dar interpretación a un tratado no sólo se toman en cuenta los acuerdos e instrumentos formalmente relacionados con éste (inciso segundo del artículo 31 de la Convención de Viena), sino también el sistema dentro del cual se inscribe (inciso tercero del artículo 31 de dicha Convención)”. Y continuó: “127. En el presente caso, al analizar los alcances del citado artículo 21 de la Convención, el Tribunal considera útil y apropiado utilizar otros tratados internacionales distintos a la Convención Americana, tales como el Convenio No. 169 de la OIT, para interpretar sus disposiciones de acuerdo a la evolución del sistema interamericano, habida consideración del desarrollo experimentado en esta materia en el Derecho Internacional de los Derechos Humanos”. En cuanto a la referencia al derecho interno del Estado, el tribunal internacional expuso que: “138. La Constitución paraguaya reconoce la identidad cultural de los pueblos indígenas y la liga al respectivo hábitat de cada uno de ellos, otorgándoles, además, una serie de derechos específicos, que sirven de base para que este Tribunal defina el alcance del artículo 21 de la Convención […]”.


� La denuncia consta en el Formato único para el inicio de actas especiales, averiguaciones previas especiales y averiguaciones previas directas sin detenido ante el Ministerio Público, en la foja 18 del expediente de la causa penal **********, del índice del Juzgado Vigésimo Cuarto Penal del Distrito Federal.


� Ibid. Constancia ministerial, dentro de la averiguación previa **********, que obra en la foja 17.


� Ibid. Ampliación de declaración del denunciante,  **********, en fojas 35 a 40; declaraciones de los policías remitentes **********, en fojas 45 a 51; Formato de detenidos puestos a disposición del Ministerio Público, a foja 61.


� Ibid. Constancia ministerial, en fojas 31 y 35.


� Ibid. Acuerdo del Ministerio Público de ocho de junio de dos mil once, por medio del cual determina la detención por caso urgente del quejoso.


� El texto de la norma señala:


Artículo 8. Garantías Judiciales 


1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter. 


2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad. Durante el proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas: 


a. derecho del inculpado de ser asistido gratuitamente por el traductor o intérprete, si no comprende o no habla el idioma del juzgado o tribunal; 


b. comunicación previa y detallada al inculpado de la acusación formulada; 


c. concesión al inculpado del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su defensa; 


d. derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido por un defensor de su elección y de comunicarse libre y privadamente con su defensor; 


e. derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por el Estado, remunerado o no según la legislación interna, si el inculpado no se defendiere por sí mismo ni nombrare defensor dentro del plazo establecido por la ley; 


f. derecho de la defensa de interrogar a los testigos presentes en el tribunal y de obtener la comparecencia, como testigos o peritos, de otras personas que puedan arrojar luz sobre los hechos; 


g. derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse culpable, y 


h. derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior. 


3. La confesión del inculpado solamente es válida si es hecha sin coacción de ninguna naturaleza. 


4. El inculpado absuelto por una sentencia firme no podrá ser sometido a nuevo juicio por los mismos hechos. 


5. El proceso penal debe ser público, salvo en lo que sea necesario para preservar los intereses de la justicia. [énfasis añadido]


� Véase ídem, párrafos:


“61. La acusación puede ser enfrentada y refutada por el inculpado a través de sus propios actos, entre ellos la declaración que rinda sobre los hechos que se le atribuyen, y por medio de la defensa técnica, ejercida por un profesional del Derecho, quien asesora al investigado sobre sus deberes y derechos y ejecuta, inter alia, un control crítico y de legalidad en la producción de pruebas.


“62. Si el derecho a la defensa surge desde el momento en que se ordena investigar a una persona (supra párr. 29), el investigado debe tener acceso a la defensa técnica desde ese mismo momento, sobre todo en la diligencia en la que se recibe su declaración. Impedir a éste contar con la asistencia de su abogado defensor es limitar severamente el derecho a la defensa, lo que ocasiona desequilibrio procesal y deja al individuo sin tutela frente al ejercicio del poder punitivo.


“63. El derecho a la defensa técnica no puede ser satisfecho por quien a la postre realizará la acusación, esto es, el Ministerio Público. La acusación afirma la pretensión penal; la defensa la responde y rechaza. No es razonable depositar funciones naturalmente antagónicas en una sola persona.


� Interpretación contenida en la sentencia de 21 de junio de 2002, en el Caso  ********** (Fondo, Reparaciones y Costas), Corte Interamericana de Derechos Humanos, párrafo:


152. En razón de lo anteriormente expuesto, la Corte presenta el siguiente análisis: […]


b. Igualmente, este Tribunal estima que existen pruebas suficientes para concluir que, en la práctica, no se encuentra a la disposición de los inculpados de homicidio intencional, la asistencia legal adecuada para que presenten acciones constitucionales de manera efectiva. Si bien de manera formal, se halla consagrado en el ordenamiento jurídico del Estado, el derecho a intentar una acción constitucional, en el caso de  **********,  **********,  **********,  **********,  **********,  **********,  **********,  **********,  **********, ********** y  ********** se impidió el empleo de este recurso en cuanto el Estado no proporcionó a los inculpados asistencia jurídica a fin de que pudieran ejercitarlo efectivamente, y de esta forma constituyó un recurso ilusorio para aquéllos. Con ello resultaron violados los artículos 8 y 25 de la Convención en relación con el artículo 1.1 de ésta. 


� Confróntese la interpretación en la sentencia de 21 de noviembre de 2007, dictada con motivo de la resolución del Caso  ********** y  ********** (Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas), Corte Interamericana de Derechos Humanos, en el párrafo siguiente: 58. Pese a la normativa constitucional citada, el señor  ********** no contó con la presencia de un abogado defensor al momento de ser interrogado por parte de la Policía el 18 de noviembre de 1997. Además, la Corte encuentra que al impedirse al abogado del señor  ********** intervenir en su declaración preprocesal y al exigirse que sea el propio señor  ********** quien fundamente su recurso de amparo de libertad, cuando su deseo era que su abogado lo hiciera, la presencia de los defensores fue tan solo formal. Por ello, el Estado violó el derecho consagrado en el artículo 8.2.d) de la Convención, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio del señor **********.


� La Corte Interamericana sostuvo lo anterior en la sentencia de 17 de noviembre de 2009, en el Caso  ********** (Fondo, Reparaciones y Costas), Corte Interamericana de Derechos Humanos, como se advierte del contenido de los párrafos siguientes: “29. Ahora bien, el derecho a la defensa debe necesariamente poder ejercerse desde que se señala a una persona como posible autor o partícipe de un hecho punible y sólo culmina cuando finaliza el proceso, incluyendo, en su caso, la etapa de ejecución de la pena. Sostener lo opuesto implicaría supeditar las garantías convencionales que protegen el derecho a la defensa, entre ellas el artículo 8.2.b, a que el investigado encuentre en determinada fase procesal, dejando abierta la posibilidad de que con anterioridad se afecte un ámbito de sus derechos a través de actos de autoridad que desconoce o a los que no puede controlar u oponerse con eficacia, lo cual es evidentemente contrario a la Convención. En efecto, impedir que la persona ejerza su derecho de defensa desde que se inicia la investigación en su contra y la autoridad dispone o ejecuta actos que implican afectación de derechos es potenciar los poderes investigativos del Estado en desmedro de derechos fundamentales de la persona investigada. El derecho a la defensa obliga al Estado a tratar al individuo en todo momento como un verdadero sujeto del proceso, en el más amplio sentido de este concepto, y no simplemente como objeto del mismo”.


� Caso **********, sentencia de fondo de 26 de noviembre de 2010, párrafo 105; Caso  **********, sentencia de fondo de 7 de junio de 2003, párrafo 82; Caso **********, sentencia de fondo de 6 de mayo de 2008, párrafo 107, entre otros.


� Caso **********, párrafo 105, entre otros casos.


� Ibidem, párrafo 106 : “(…), la Corte observa que el artículo 7.4 de la Convención alude a dos aspectos: i) la información en forma oral o escrita sobre las razones de la detención, y ii) la notificación, que debe ser por escrito, de los cargos.”


� Al respecto, la Corte Interamericana dispuso lo siguiente: “Esta Corte, en el caso **********, estableció que la información de los “motivos y razones” de la detención debe darse “cuando ésta se produce”, lo cual “constituye un mecanismo para evitar detenciones ilegales o arbitrarias desde el momento mismo de la privación de la libertad y, a su vez, garantiza el derecho de defensa del individuo. Adicionalmente, el derecho a ser informado de los motivos de la detención permite al detenido impugnar la legalidad de la misma, haciendo uso de los mecanismos legales que todo Estado debe ofrecer, en los términos del artículo 7.6 de la Convención”. Caso  ********** **********, sentencia de 21 de noviembre de 2007, párr. 70.








� La Corte Interamericana de Derechos Humanos determinó, sobre este tópico, que: “69. […] [E]l derecho interno exige que ‘[t]oda persona se[a] informada inmediatamente de la causa de su detención’. Adicionalmente, la Convención Americana consagra en el artículo 7.4 que ‘[t]oda persona detenida o retenida debe ser informada de las razones de su detención’. Lo anterior lleva a la Corte a analizar los hechos de este caso bajo esos dos parámetros normativos: el interno y el convencional. Si se establece que el Estado no informó a las víctimas de las ‘causas’ o ‘razones’ de su detención, la detención será ilegal y, por ende, contraria al artículo 7.2 de la Convención, pero además constituirá una violación del derecho consagrado en el artículo 7.4 de la misma”. Y concluyó que: “73 […] En consecuencia, la Corte considera que el Estado no probó que sus autoridades informaron al señor […] de los motivos y razones de su detención, o que constituye una violación del artículo 7.4 de la Convención y, por ser también contrario a la ley interna, del artículo 7.2 del mismo tratado […].” Caso  ********** y **********, sentencia de 21 de noviembre de 2007.


� Constancia ministerial, dentro de la averiguación previa **********, que obra en el expediente de la causa penal **********. Fojas 184 a 189, en las que obra el nombramiento de la licenciada **********  como defensora de oficio, así como la primera declaración del inculpado.


� Ibid. Constancia ministerial, a foja 41.





� Al respecto, la Corte Interamericana de Derechos Humanos a dicho que: “El ámbito de la privacidad se caracteriza por quedar exento e inmune a las invasiones o agresiones abusivas o arbitrarias por parte de terceros o de la autoridad pública”. Caso **********, sentencia de 6 de julio de 2009 (Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas), párr. 113 ; Caso de las **********, sentencia de 1 de julio de 2006 (Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas), párr. 194; Caso **********, sentencia de 4 de julio de 2007 (Fondo, Reparaciones y Costas), párr. 95 y Caso **********, sentencia de 27 de enero de 2009 (Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas), párr. 55.  


� Sobre ello, el Tribunal Interamericano sostuvo con relación a las conversaciones telefónicas que: “Como esta Corte ha señalado anteriormente, aunque las conversaciones telefónicas no se encuentran expresamente previstas en el artículo 11 de la Convención, se trata de una forma de comunicación incluida dentro del ámbito de protección de la vida privada”. Caso **********, sentencia de 6 de julio de 2009, párr. 114 y Caso **********, sentencia de 27 de enero de 2009, párr. 55.


� Con relación a las llamadas telefónicas, la Corte Interamericana sostuvo que: “[…] El artículo 11 protege las conversaciones realizadas a través de las líneas telefónicas instaladas en las residencias particulares o en las oficinas, sea su contenido relacionado con asuntos privados del interlocutor, sea con el negocio o actividad profesional que desarrolla. De este modo, el artículo 11 se aplica a las conversaciones telefónicas independientemente de su contenido e incluso, puede comprender tanto las operaciones técnicas dirigidas a registrar ese contenido, mediante su grabación y escucha, como cualquier otro elemento del proceso comunicativo mismo, por ejemplo, el destino de las llamadas que sales o el origen de las que ingresan, la identidad de los interlocutores, la frecuencia, hora y duración de las llamadas, aspectos que pueden ser constatados sin necesidad de registrar el contenido de la llamada mediante la grabación de las conversaciones. En definitiva, la protección a la vida privada se concreta en el derecho a que sujetos distintos de los interlocutores no conozcan ilícitamente el contenido de las conversaciones telefónicas o de otros aspectos, como los ya mencionados, propios del proceso de comunicación”. Caso **********, sentencia de 6 de julio de 2009, párr. 114


� Resuelto por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la sesión correspondiente al once de octubre de dos mil once, por unanimidad de cuatro votos de los señores Ministros Juan Díaz Romero, Mariano Azuela Güitrón, Sergio Salvador Aguirre Anguiano y Presidente Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Ausente el señor Ministro José Vicente Aguinaco Alemán, previo aviso dado a la Presidencia. 


� En este mismo sentido se pronunció esta Primera Sala en el amparo en revisión **********, del cual derivó la tesis aislada de rubro: “COMUNICACIONES PRIVADAS. NO SE VULNERA EL DERECHO FUNDAMENTAL A SU INVIOLABILIDAD CUANDO LOS PROPIOS INTERLOCUTORES REVELAN EL CONTENIDO DE UNA COMUNICACIÓN EN LA QUE PARTICIPARON Y DE LA CUAL PUEDE DERIVAR EL DESPLIEGUE DE UNA CONDUCTA DELICTIVA (INTERPRETACIÓN DE LOS PÁRRAFOS NOVENO Y DÉCIMO DEL ARTÍCULO 16 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS VIGENTE HASTA EL 18 DE JUNIO DE 2008)  (Novena época, Primera Sala, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVIII, octubre de 2008, 1ª. XCV/2008, Página 414).


� Véase al respecto,  **********, Intervención judicial en los datos de tráfico de las comunicaciones: La injerencia judicial en listados de llamadas y otros elementos externos de las telecomunicaciones y comunicaciones electrónicas, Barcelona, Bosch, 2003.





